CONCEPTO 194 DE 2013
(30 abril)

<Fuente: Archivo interno entidad emisora>

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS
Ref. Su solicitud de concepto.(1)
Cordial saludo:

Se basa la consulta objeto de estudio en determinar, si con ocasión de la instalación de un call center para que una empresa de servicios públicos domiciliarios mejore aún más la atención a las quejas y reclamos de los usuarios, “El (sic) servicio de llamadas necesariamente debe ser gratuito, es decir, (sic) asumido por la empresa? ¿Puede el usuario pagar el valor de una llamada normal?”
Antes de cualquier pronunciamiento sobre el particular, es preciso advertir que el presente documento se formula con el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo(2), toda vez que los conceptos emitidos por la Oficina Asesora Jurídica de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, en respuesta a una petición en la modalidad de consulta, constituyen orientaciones y puntos de vista que no comprometen la responsabilidad de la Entidad, en la medida que no tienen carácter obligatorio ni vinculante.

Por otra parte, de conformidad con lo establecido en el parágrafo primero(3) del artículo 79 de la Ley 142 de 1994(4), modificado por el artículo 13 de la Ley 689 de 2001(5) esta Superintendencia no puede exigir que los actos o contratos de las empresas de servicios públicos se sometan a su aprobación, ya que el ámbito de su competencia en relación con éstos, se contrae de manera exclusiva a vigilar y controlar el cumplimiento de aquellos que se celebren entre las empresas y los usuarios (artículo 79.2(6) de la ley 142 de 1994). Lo contrario podría configurar extralimitación de funciones, así como la realización de actos de coadministración a sus vigiladas.
Hechas las anteriores precisiones, respondemos de manera general en los siguientes términos:
En relación con el objeto de su consulta creemos conveniente analizar el texto de los artículos 152 y 153 de la Ley 142 de 1994, en relación con la “DEFENSA DE LOS USUARIOS EN SEDE DE LA EMPRESA”, los cuales disponen lo siguiente:
“Artículo 152. Derecho de petición y de recurso. Es de la esencia del contrato de servicios públicos que el suscriptor o usuario pueda presentar a la empresa peticiones, quejas y recursos relativos al contrato de servicios públicos.
Las normas sobre presentación, trámite y decisión de recursos se interpretarán y aplicarán teniendo en cuenta las costumbres de las empresas comerciales en el trato con su clientela, de modo que, en cuanto la ley no disponga otra cosa, se proceda de acuerdo con tales costumbres.
Artículo 153. De la oficina de peticiones y recursos. Todas las personas prestadoras de servicios públicos domiciliarios constituirán una "Oficina de Peticiones, Quejas y Recursos", la cual tiene la obligación de recibir, atender, tramitar y responder las peticiones o reclamos y recursos verbales o escritos que presenten los usuarios, los suscriptores o los suscriptores potenciales en relación con el servicio o los servicios que presta dicha empresa.
Estas "Oficinas" llevarán una detallada relación de las peticiones y recursos presentados y del trámite y las respuestas que dieron.
Las peticiones y recursos serán tramitados de conformidad con las normas vigentes sobre el derecho de petición.”
De las normas en mención se colige que es obligación de las Oficinas de Peticiones, Quejas y Recursos de las empresas de servicios públicos domiciliarios recibir, atender, tramitar y responder las peticiones o reclamos y recursos verbales o escritos; de manera que cuando la ley se refiere a peticiones verbales, si bien lo hace refiriéndose a solicitudes que son elevadas por los usuarios en el acto en el que se hacen presente en la respectiva empresa, también lo hace en relación con las peticiones que se formulan por medios telefónicos.
En ese sentido dichas oficinas deben contar con los medios tecnológicos o electrónicos que les permitan garantizar al usuario y/o suscriptor su derecho de defensa y en tanto que se erige como una obligación de carácter legal, la de recibir, atender, tramitar y responder las peticiones, el costo del servicio necesariamente debe ser asumido por la empresa en razón a que el derecho de petición es un derecho inherente a la prestación del servicio público domiciliario y así quedó estipulado por el legislador y la atención corresponde a la ESP, que para este caso específico actúa como autoridad administrativa, por lo que no puede trasladar su costo a los usuarios, ya que es su deber poner a disposición del usuario los medios necesarios para el ejercicio del derecho de petición.
En este orden de ideas, siendo de la esencia de los contratos de servicios públicos la existencia el derecho de presentar peticiones, quejas y reclamos, así como de la atención al público, necesariamente los medios para garantizar dicho presupuesto deben ser asumidos por las empresas prestadoras.
Adicionalmente, el artículo 5 de la Ley 1437 de 2011, nuevo CPACA, consagra como derecho de las personas ante las autoridades, el presentar peticiones en cualquiera de sus modalidades, verbalmente, o por escrito, o por cualquier otro medio idóneo y sin necesidad de apoderado, así como a obtener información y orientación acerca de los requisitos que las disposiciones vigentes exijan para tal efecto. 

Estas actuaciones podrán ser adelantadas o promovidas por cualquier medio tecnológico o electrónico disponible en la entidad, aún por fuera de las horas de atención al público. 

Finalmente, le informamos que esta Superintendencia ha puesto a disposición de la ciudadanía un sitio de consulta al que usted puede acceder en la siguiente dirección: http://basedoc.superservicios.gov.co. Ahí encontrará normativa, jurisprudencia y doctrina sobre los servicios públicos domiciliarios, en particular los conceptos emitidos por esta entidad.
Cordialmente, 

MARINA MONTES ÁLVAREZ
Jefe Oficina Asesora Jurídica

Proyectó: Paula Angélica Rodríguez Poveda – Asesora Oficina Asesora Jurídica.

Revisó: María del Carmen Santana – Coordinadora Grupo de Conceptos.

NOTAS AL FINAL
1. Radicado 20135290149122
Tema: DEFENSA DE LOS USUARIOS EN SEDE DE LA EMPRESA. De la oficina de peticiones y recursos. Uso de medios telefónicos. Obligación de las ESP´s de garantizar la defensa de los usuarios.
2. Ley 1437 de 2011.
3. PARÁGRAFO PRIMERO: En ningún caso, el Superintendente podrá exigir que ningún acto o contrato de una empresa de servicios públicos se someta a aprobación previa suya. El Superintendente podrá, pero no está obligado, visitar las empresas sometidas a su vigilancia, o pedirles informaciones, sino cuando haya un motivo especial que lo amerite.
4. “Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se dictan otras disposiciones”.
5. “Por la cual se modifica parcialmente la Ley 142 de 1994”.
6. 79.2. Vigilar y controlar el cumplimiento de los contratos entre las empresas de servicios públicos y los usuarios, y apoyar las labores que en este mismo sentido desarrollan los “comités municipales de desarrollo y control social de los servicios públicos domiciliarios” y sancionar sus violaciones.
